Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar la Carpeta N* 658/2006, que refiere al proyecto de ley 
de condiciones laborales en los buques de pesca de bandera nacional. Es la derogación del Decreto- 
Ley N* 15.523. 


SEÑOR VAILLANT.- Respecto de este proyecto de ley, puedo decir que hace un par de días recibimos 
a representantes de los sectores empresariales vinculados al tema. Se trató de una reunión interesante 
en la que ellos dieron argumentos que, en algunos casos, podían parecer y ser de recibo, como el de la 
derogación de la ley porque, de acuerdo con su visión, podía dejar vacíos legales planteando riesgos 
en las relaciones laborales. En esa reunión manifestamos que se estaba dando una paradoja porque 
históricamente quienes reclamaban el establecimiento de normas sobre las relaciones laborales eran 
los trabajadores y, en general, quienes se oponían eran los empresarios. Sin embargo, en esta ocasión 
se daba una situación distinta porque aquí los empresarios, en lugar de plantear la desregulación, 
estaban planteando lo contrario, es decir, que se mantuviera la norma. 


La argumentación central se basó en el sentido señalado y particularmente quedé -al igual 
que otros señores Senadores- con la inquietud de saber si se generaba un vacío. Uno de los temas 
más importantes que pusieron como ejemplo era el de las horas de trabajo. Una de las particularidades 
del sector de la pesca es que por las características de la tarea, cuando se sale embarcado no se 
trabaja en un régimen de ocho horas. Entonces, al derogar una legislación que prevé la posibilidad de 
que los trabajadores tengan un régimen distinto sin límite de horario, podía significar -según lo 
que ellos establecían- que quedaran en infracción las empresas y que, además, cayeran los convenios 
colectivos amparados por esa ley. Luego de esa reunión pudimos comprobar que, efectivamente, no 
sucede así porque, de acuerdo con la información que tenemos, al derogarse esta ley, quedan en 
vigencia otras leyes que no fueron derogadas anteriormente y que establecen la posibilidad de que el 
trabajo embarcado no tenga límite horario en cumplimiento de la función. Por lo tanto, los convenios 
colectivos que centralmente refieren a regímenes de horario de trabajo, no quedarían afectados, pues 
estarían amparados por otras leyes anteriores que habilitan a que no haya límite de horario en el caso 
de los trabajadores de la pesca. 


Por esta razón, y reconociendo que fue importante haber escuchado a los sectores 
empresariales, nosotros mantenemos nuestra posición de votar la derogación de este decreto-ley. 


SEÑOR ALFIE.- Admito mi ignorancia sobre el tema porque no estuve en la reunión pasada, pero debo 
decir que si hay una normativa que regula algo específico, la derogación de la norma no revive ninguna 
otra. Ese es un principio básico del Derecho, y aquí tenemos dos abogados que lo pueden corroborar. 
Cuando se deroga una norma siempre hay un vacío y reitero que no se revive ninguna otra. Si había 
una norma sobre algo específico, había anulado normas anteriores. Entonces, vuelvo a decir, que no 
revive una norma sino que entra a ser una norma específica. 


Insisto en que no conozco esta ley -no es mi materia- pero si hay una norma que regula 
específicamente aspectos bien claros, cuando se deroga, se derogó. Indefectiblemente, esa norma 
sustituyó todo lo anterior, y entonces hay que establecer una nueva. 


SEÑORA DALMAS.- No voy a entrar en esa disquisición porque seguramente el señor Senador Ríos 
aclarará el punto. 


De la reunión que mantuvimos con las Cámaras -que, como reconocieron, no representan a 
todos los empresarios de la pesca sino a una parte, aunque se me ocurre que la problemática debe ser 
la misma- quedó claro que los convenios colectivos que hoy tienen superan largamente las condiciones 
establecidas por ese decreto-ley. Incluso, muchas de las disposiciones que esa norma contiene no se 
ponen en práctica. 


Desde ese punto de vista, entiendo que es necesario elaborar una ley marco -más allá de que 
los convenios existen- acorde a la realidad de hoy y que, en lo posible, emerja de una mesa bipartita o 
tripartita. Ellos mismos manifestaron que esta ley es antigua y que los propios convenios son los que, 


de alguna manera, rigen. Tan así es, que algunas empresas que no han celebrado convenio, de todos 
modos se están rigiendo por los convenios existentes en otras empresas. 


En definitiva, me queda claro que nosotros podemos derogar este decreto-ley -de hecho 
nuestra Bancada ha resuelto actuar en ese sentido- y que tenemos la responsabilidad de legislar. Esa 
es mi opinión. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: la Exposición de Motivos del proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes dice: “De esta forma, derogando el Decreto-Ley, la legislación vigente en el 
sector sería la que surge del derecho laboral aplicable con carácter general, así como el Decreto 928, 
de 30 de diciembre de 1998, específico del sector, que recoge el acuerdo de partes alcanzado en 
ocasión de los Consejos de Salarios de la época y renovada su vigencia desde entonces”. 


A su vez, en el informe de la Comisión se señala: “La derogación del mismo no crea, como ha 
sido explicado, ningún vacío legal ya que las relaciones de trabajo en el sector se regulan por el 
Decreto N* 928 de 1988. Al eliminar este Decreto-Ley -entre otras cosas y a vía de ejemplo- los 
trabajadores podrán reclamar su indemnización por despido”. 


En base a estos elementos que compartimos totalmente, consideramos que no queda ningún 
vacío legal y, por lo tanto, podemos eliminar ese decreto-ley a través de la aprobación de este proyecto 
de ley. 


SEÑOR RIOS.- Es cierto lo que dice el señor Senador Alfie en el sentido de que cuando se deroga una 
ley queda un vacío. Eso no quiere decir que el tema no esté regulado en materia laboral por otros 
instrumentos que no tienen la misma naturaleza. En definitiva, el decreto que menciona el informe es el 
que emerge de la negociación colectiva de los Consejos de Salarios. Todos sabemos que de 1985 a la 
fecha siempre se ha dictado un decreto recogiendo lo acordado a fin de que tenga validez “erga 
omnes” e incluya también a quienes no participaron. Entonces, al derogar este decreto-ley quedan 
vigentes los decretos, que también son fuente de Derecho y que emergen de los convenios colectivos. 
Cuando se apruebe una ley de convenios colectivos no será necesario recurrir al decreto. 


En síntesis, es verdad que cuando se deroga una ley queda un vacío de fuente legal pero no 
de contenido, porque la temática está regulada por otra fuente de Derecho, que es el convenio 
colectivo recogido en un decreto. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: en lo personal, voy a votar a favor de la derogación del 
decreto-ley, porque considero una instancia ineludible que comparezcan ante la Comisión los 
representantes de los armadores, de los empresarios o de las patronales, ya que estamos derogando 
una ley que tiene aplicación o, por lo menos, la tuvo en su momento a partir del año 1984 en forma 
muy intensa y peculiar. Asimismo, me parece que derogar una ley de esas características, sin dar la 
oportunidad a las partes de esbozar sus opiniones y venir a defenderlas, no es lo que corresponde. Por 
mi parte, ya había tenido oportunidad de escucharlos porque los recibí en mi despacho, razón por la 
cual me allané a que la Comisión sesionara el día martes a pesar de que no podía estar presente para 
enterarme de lo que allí se dijera. 


También quiero decir que son verdaderos dos aspectos que voy a mencionar ahora; en 
primer lugar, esta parte no hizo mucho esfuerzo por frenar la derogación de la ley o buscar una 
solución legal alternativa, ya que si no convocábamos nosotros, este tema no habría pasado por la 
Comisión. El sistema bicameral existe en el Uruguay, entre otras cosas pero muy especialmente para 
que en el pasaje de una Cámara a la otra, quienes no tuvieron conocimiento del asunto en el estudio 
realizado en la primera -o teniéndolo, discrepaban con lo aprobado en esa primera Cámara- cuenten 
con una nueva oportunidad para expresar su opinión. En realidad, no sé si los representantes de los 
armadores que mencioné precedentemente comparecieron ante la Comisión correspondiente de la 
Cámara de Representantes -imagino que sí-, pero aquí lo cierto es que el trámite fue el que ya detallé. 


En segundo término, la ley vigente, que fue aprobada poco antes de reinstalarse la 
democracia en el país, tiene una disposición en función de la que se establece que es de orden 


público. Quiere decir que no se permite a las partes realizar negociación alguna que suponga en un 
mínimo alterar lo que la ley indica. Las partes están absolutamente constreñidas y limitadas a llegar a 
acuerdos específicamente en función de los límites que establece la ley; es decir, ni para bien ni para 
mal, ni para mejor ni para peor pueden ir más allá de lo que la ley determina, cuando una disposición 
es de orden público. La ley ha sido violada sistemáticamente durante el transcurso de los últimos 
tiempos, porque se han pactado muchas cosas que están por fuera de lo que establece el marco 
normativo. Entonces, esto también le está quitando jerarquía a la propia ley, lo que me parece que es 
un argumento importante para pensar en su derogación. 


Por otra parte, el señor Senador Alfie se ha referido a otra hipótesis, que consiste en que 
cuando una ley deroga determinadas normas y luego esa misma ley es derogada a su vez, la segunda 
derogación no resucita las normas derogadas por la primera. Eso es así. Ahora bien, en la ley que 
vamos a derogar no hay ninguna referencia directa a la derogación de normas anteriores, por lo cual tal 
problema no estaría planteado. Seguramente van a existir vacios que se llenarán a través de los 
propios convenios colectivos, algunos de los cuales han sido violatorios de esa ley. Después, tenemos 
los principios de las leyes análogas y la necesidad que ha expresado la señora Senadora Dalmás en el 
sentido de que, evidentemente, habría sido mejor actuar simultáneamente, pero creo que hoy no 
estamos en condiciones de prever cuáles serán los problemas que pueda eventualmente acarrear la 
derogación de esta ley. Sin duda, a medida que vayan apareciendo esos problemas tomaremos nota 
de ellos, y si se hace necesario legislar, lo haremos y aprobaremos alguna normativa concreta que esté 
referida al régimen de la pesca que, actualmente, presenta sus peculiaridades y condiciones 
especiales. De todos modos, en tanto hoy están nuevamente vigentes en el país los convenios 
colectivos, me parece que hay de por sí un campo de acción que va a facilitar la tarea a los propios 
protagonistas antes de comparecer aquí, en el Poder Legislativo. 


En función de todos estos argumentos, señor Presidente, repito que vamos a dar nuestro 
voto afirmativo a la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


